
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / SE PIDE ORDENAR QUE SE DECLARE NULIDAD DEL ARTÍCULO 121 DEL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO / DICHA NORMA ES APLICABLE EN LAS ACCIONES POPULARES / PERO SU INTERPRETACIÓN ADMITE CONSIDERACIONES SUBJETIVAS / CÓMPUTO DEL TÉRMINO PARA DICTAR SENTENCIA / SE NIEGA EL AMPARO.
Acude el señor Arias Idárraga en esta oportunidad, en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, con el fin de que la autoridad encartada aplique la nulidad prevista en el artículo 121 del CGP.     

Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. (…)
… sigue examinar si incurrió la funcionaria en un defecto procedimental, por la inaplicación de la ya citada nulidad, pese a que, supuestamente, en la acción popular que hoy se estudia, feneció el término para fallar. 

Sobre ello “La jurisprudencia ha establecido que existen dos modalidades del defecto procedimental, a saber: (i) el defecto procedimental absoluto, que ocurre cuando el funcionario judicial se aparta por completo del procedimiento legalmente establecido…; y (ii) el defecto procedimental por exceso ritual manifiesto…”. (…)
… no sobra mencionar que la doctrina de la alta magistratura, desde la sentencia STC001-2019 del 11 de enero del 2019, acepta que el artículo 121 del CGP debe aplicarse en las acciones populares; de hecho, sobre ese aspecto, de manera contundente argumentó: “Quiere decir lo anterior que una cosa es el «término para dictar las providencias judiciales» y otra la «duración del proceso». Por eso, aunque los «actos del juez» en las «acciones populares» tengan demarcaciones en su duración, aquellos están compelidos a finiquitar la polémica conforme a las directrices otorgadas en la última disposición referida”. (…)
Preciso es relievar que la interpretación de la norma no ha sido justamente pacífica, de hecho esta Sala, aunque con base en el reiterado entendimiento vertical ha aceptado que la nulidad prevista en el artículo 121 del CGP es, en principio, objetiva, ha reconocido también que puede no serlo, de ello da cuenta el precedente vertical en cita…

Esa información revela, sin duda, el fracaso del amparo; así se afirma porque el Juzgado admitió la demanda mucho antes de que venciera el término de 30 días previsto en el inciso 6° del artículo 90 del CGP, y con ello entonces, primero, evitó que el término para fallar se contabilizara a partir de la presentación de la demanda, y segundo, quedó establecido que el mismo se computaría desde el momento en que se integrara el contradictorio, situación que en la actualidad, como quedó visto, no ha ocurrido. 

De ahí que es inexistente el agravio que se le endilga a la funcionaria encartada, trasunto de lo cual habrá de negarse la acción de tutela en lo que respecta a la pretensión orientada a que se le ordene declarar la nulidad prevista en el artículo 121 del CGP.
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Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, la Defensoría del Pueblo de Risaralda, las Procuradurías regional de Risaralda, Provincial de Pereira y delegada en acciones populares, a la que fueron vinculadas la Alcaldía de Bogotá, la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General de la Nación regionales de Cundinamarca. 
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, presentó esta acción de tutela contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso. 
Señaló que actua en la acción popular “2016-630” donde de la autoridad accionada “SE NIEGA SISTEMATICAMENTE A APLICAR LA NULIDAD EN DERECHO QUE LE ORDENA EL ART 121 CGP (…) PUES NO TENGO POR QUE SOLICITARLO Y MENOS ESTOY OBLIGADO A REPONER LA NEGATIVA DE LA JUEZ DE APLICAR ART 121cgp.”; respecto de la Procuraduría y la Defensoría del Pueblo señala que no actúan en el citado proceso. 
Pidió, por tanto, ordenar al Juzgado (i) aplicar la nulidad prevista en el artículo 121 del CGP; (ii) informar por qué nunca aplica el citado canon y por qué resuelve los recursos uno o dos meses después de presentados; (iii) y por último consignar todos los radicados de las acciones populares en las que ha dispuesto lo previsto en el artículo 317 del CGP. A la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo, pidió ordenarles presentar las acciones legales que correspondan para que la Jueza cumpla con su deber. Por último solicito copias de esta actuación. 





Se dispuso el trámite respectivo, se ordenaron las citadas vinculaciones, del juzgado se solicitó copia de las diligencias relacionadas en la demanda; así lo hizo y explicó lo sucedido en el proceso. 
La Procuraduría Provincial de Pereira, solicitó su desvinculación, en razón a que su función está orientada a la defensa de derechos e intereses colectivos, lo que será verificado en el correspondiente pacto de cumplimiento que se lleve a cabo en el proceso de la referencia.    

La Defensoría del Pueblo regional de Risaralda, estimó que no hay vulneración de los derechos fundamentales invocados, por ello pidió declarar la improcedencia del resguardo, o en su defecto, negar sus pretensiones. 
El Procurador Judicial II-06, observó incumplido el presupuesto de la subsidiaridad, por cuanto el peticionario debió solicitar ante el Juzgado la aplicación de lo previsto en el artículo 121 CGP, y adicionalmente, en gracia de discusión, hizo ver que el extremo pasivo en el proceso no ha sido notificado, por lo cual es inviable hacer el conteo previsto en el artículo 121 del CGP. 

La Defensoría del Pueblo de Cundinamarca y la Alcaldía de Bogotá, adujeron falta de legitimación en la causa por pasiva y solicitaron su desvinculación. 
  



CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Acude el señor Arias Idárraga en esta oportunidad, en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, con el fin de que la autoridad encartada aplique la nulidad prevista en el artículo 121 del CGP.     

Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/SU222-16.htm" \l "_ftn82" \o ""  o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/SU222-16.htm" \l "_ftn86" \o ""  y (vii) violación directa a la constitución.





Para la Sala, los presupuestos generales de procedencia se satisfacen, comoquiera que se aduce la vulneración del derecho fundamental al debido proceso; se cumple el principio de inmediatez ya que la presunta vulneración, si es cierto que están vencidos el términos previstos en el artículo 121 del CGP, permanece hasta tanto la nulidad no se materialice; si se advirtieran las irregularidades que le achaca el demandante a la funcionaria, podrían incidir en el trámite del proceso; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela.





Y en lo que respecta a la subsidiaridad también se supera, pues la Colegiatura hoy recoge su postura de que la nulidad debe ponérsele de presente primero al juez de la causa, y no anticipadamente al que la conoce en sede de tutela, para acoger el nuevo criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, que entiende que la misma “procede aún (sic) de oficio, lo cual indica que para su decreto no es necesaria solicitud en ese sentido, elevada por cualquiera de los extremos de la litis.”





Dicho esto, sigue examinar si incurrió la funcionaria en un defecto procedimental, por la inaplicación de la ya citada nulidad, pese a que, supuestamente, en la acción popular que hoy se estudia, feneció el término para fallar. 
Sobre ello “(…) La jurisprudencia ha establecido que existen dos modalidades del defecto procedimental, a saber: (i) el defecto procedimental absoluto, que ocurre cuando el funcionario judicial se aparta por completo del procedimiento legalmente establecido, bien sea porque sigue un trámite ajeno al pertinente y en esa medida equivoca la orientación del asunto
, o porque omite etapas sustanciales del procedimiento establecido, con lo que afecta el derecho de defensa y contradicción de una de las partes del proceso
; y (ii) el defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, que se presenta cuando el funcionario arguye razones formales a manera de impedimento, las cuales constituyen una denegación de justicia.” 





Antes de emprender ese análisis, no sobra mencionar que la doctrina de la alta magistratura, desde la sentencia STC001-2019 del 11 de enero del 2019, acepta que el artículo 121 del CGP debe aplicarse en las acciones populares; de hecho, sobre ese aspecto, de manera contundente argumentó: “Quiere decir lo anterior que una cosa es el «término para dictar las providencias judiciales» y otra la «duración del proceso». Por eso, aunque los «actos del juez» en las «acciones populares» tengan demarcaciones en su duración, aquellos están compelidos a finiquitar la polémica conforme a las directrices otorgadas en la última disposición referida”.
Precisada esa situación, se recuerda que la norma prevé:
“Salvo interrupción o suspensión del proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a un (1) año para dictar sentencia de primera o única instancia, contado a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo a la parte demandada o ejecutada. Del mismo modo, el plazo para resolver la segunda instancia, no podrá ser superior a seis (6) meses, contados a partir de la recepción del expediente en la secretaría del juzgado o tribunal.

Vencido el respectivo término previsto en el inciso anterior sin haberse dictado la providencia correspondiente, el funcionario perderá automáticamente competencia para conocer del proceso, por lo cual, al día siguiente, deberá informarlo a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y remitir el expediente al juez o magistrado que le sigue en turno, quien asumirá competencia y proferirá la providencia dentro del término máximo de seis (6) meses. La remisión del expediente se hará directamente, sin necesidad de reparto ni participación de las oficinas de apoyo judicial. El juez o magistrado que recibe el proceso deberá informar a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura sobre la recepción del expediente y la emisión de la sentencia.

(…)
Excepcionalmente el juez o magistrado podrá prorrogar por una sola vez el término para resolver la instancia respectiva, hasta por seis (6) meses más, con explicación de la necesidad de hacerlo, mediante auto que no admite recurso.

Será nula de pleno derecho la actuación posterior que realice el juez que haya perdido competencia para emitir la respectiva providencia.

Para la observancia de los términos señalados en el presente artículo, el juez o magistrado ejercerá los poderes de ordenación e instrucción, disciplinarios y correccionales establecidos en la ley.

Preciso es relievar que la interpretación de la norma no ha sido justamente pacífica
, de hecho esta Sala, aunque con base en el reiterado entendimiento vertical
 ha aceptado que la nulidad prevista en el artículo 121 del CGP es, en principio, objetiva, ha reconocido también que puede no serlo, de ello da cuenta el precedente vertical en cita
, a cuya lectura se remite en gracia de brevedad. 




Con esas preliminares, resta verificar lo ocurrido en el proceso:
(i)  La demanda fue radicada el 28 de noviembre del 2016 (p. 3, CD, f. 35) y admitida el 9 de diciembre de ese mismo año, en ese proveído se dispuso que la notificación a la entidad accionada se surtiera de conformidad con el artículo 290 del CGP y que el aviso a la comunidad previsto en el artículo 21 de la Ley 472 de 1998 se realizara por medio de la emisora de la Policía Nacional a cargo del accionante(p. 5, CD, f.35); esa decisión se mantuvo incólume pese a que fue recurrida (p. 7, CD, f.35). 
(ii) El demandante nunca realizó gestiones tendientes a integrar el contradictorio.
(iii) Después, el 30 de mayo del año 2017, previa solicitud del actor (p. 25, CD, f.35), el Juzgado no aceptó un desistimiento que él presentó, y en ese auto precisó “Bueno es hacerle saber que por parte del despacho se asumen las cargas y se cumplen con los términos legales, en la medida que el demandante asuma las suyas, entre otras las de publicar el aviso de que trata el artículo 21 de la Ley 472 de 1998 y gestione la notificación del auto admisorio a la entidad” (p. 26, CD, f.35); en esa posición se mantuvo el Despacho, a pesar de que el demandante la repuso (p. 28, CD, f.35). 
(iv) Transcurridos más de dos años desde esa actuación, el pasado 5 de septiembre, el Despacho notificó un auto mediante el cual dispuso:
Teniendo en cuenta la nueva doctrina de la Honorable Corte Suprema de Justicia a partir del 01 de diciembre de 2018 y con el fin de impulsar oficiosamente el presente trámite, se ordena que la publicación del Aviso informando a la comunidad en los términos del artículo 21 de la Ley 472 de 1998, se realice a través de la página WEB asignada recientemente a este Despacho judicial.

De igual manera por la secretaría del Despacho, procúrese la obtención de la dirección electrónica de la entidad acciona y proceder en los términos del artículo 291 del C.G.P. (p. 32, CD, f.35):
(v) Esa es la última actuación que reposa en el expediente.





Esa información revela, sin duda, el fracaso del amparo; así se afirma porque el Juzgado admitió la demanda mucho antes de que venciera el término de 30 días previsto en el inciso 6° del artículo 90 del CGP, y con ello entonces, primero, evitó que el término para fallar se contabilizara a partir de la presentación de la demanda, y segundo, quedó establecido que el mismo se computaría desde el momento en que se integrara el contradictorio, situación que en la actualidad, como quedó visto, no ha ocurrido. 





De ahí que es inexistente el agravio que se le endilga a la funcionaria encartada, trasunto de lo cual habrá de negarse la acción de tutela en lo que respecta a la pretensión orientada a que se le ordene declarar la nulidad prevista en el artículo 121 del CGP. 





Se relieva en este punto, que la Sala no condice y se aparta de la tesis de que el plazo para fallar corra desde la admisión de la demanda como se planteó en la reciente sentencia STC 12068-2019, simplemente porque esa actuación, en la norma que aquí se estudia, no está prevista como punto de partida para el cómputo del plazo para fallar y el supuesto del artículo 90, como se anticipó, tampoco se cumple.
 




Por otra parte, son improcedentes las pretensiones orientadas a que el Juzgado (ii) informe por qué nunca aplica lo dispuesto en el artículo 121 citado y por qué resuelve los recursos uno o dos meses después de presentados, así como también lo es aquella para que se le ordene (iii) consignar todos los radicados de las acciones populares en las que ha declarado el desistimiento tácito, habida cuenta de que es inexistente en el expediente alguna petición dirigida a la funcionaria encartada para que proceda de ese modo. Y solo a partir de las gestiones que en tal sentido se adelanten en el curso ordinario de la acción popular y acorde con lo que suceda en torno a ellas, podría analizarse si existe alguna irregularidad susceptible de remediar por la vía constitucional. 





También lo son los pedimentos frente a la Defensoría del Pueblo y las distintas dependencias de la Procuraduría General de la Nación, porque no se acreditó que antes de acudir a este medio se les hubiese elevado alguna solicitud a las aludidas autoridades.  

   



Por lo expuesto, se declarará la improcedencia de esas pretensiones y se absolverá a los demás citados al trámite.





Finalmente las copias solicitadas se expedirán, pero a costa del accionante, por cuanto su destino no está dirigido a facilitarle el ejercicio del derecho de acceso a la justicia en esta específica acción constitucional, sino para otros menesteres. Para ese fin, deberá pagarse el arancel de que trata el Acuerdo PSAA14-10280 del Consejo Superior de la Judicatura. Esta decisión sigue la línea trazada por la Corte Suprema de Suprema de Justicia recientemente
-
, que se comparte.  





DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira en lo que respecta a la pretensión orientada a que se le ordene a la Jueza aplicar el artículo 121 del CGP.
Se declara IMPROCEDENTE en lo demás. 
Se absuelve a los demás vinculados. 

Se dispone la expedición de las copias reclamadas, físicas o escaneadas, a costa del accionante.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992. Si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, si no se requirieran más trámites, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


     DUBERNEY GRISALES HERRERA








   Con aclaración de voto
� Sentencia C-543-92


� CSJ. SCC, Sentencia del 9 de septiembre del 2019, STC12068  del 2019


� Ver sentencia T-996 de 2003; M.P. Clara Inés Vargas Hernández.


� Ver sentencia T-264 de 2009; MP. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Ibídem.


� Disertaciones en ese sentido pueden verse en las sentencia T-341 de 2018 del 24 de agosto de 2018 de la Corte Constitucional y STC-14507 7 de noviembre de 2018 de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 


� STC-8849- 2018, STC 14827-2018, STC 14822-2018, STC-14918-2018, STC-1553-2019


� TSP. SCF. Auto del 17 de junio del 2019, Rad. 2016-00414-01, M.P. Duberney Grisales Herrera.


� Precedente horizontal en ese sentido: TSP, SCF. Sentencia del 18 de septiembre del 2019, M.P. Duberney Grisales Herrera. 


� CSJ, Rad. 66001-22-13-000-2018-00189-01, Auto del 12 de julio de 2018, M.P Octavio Augusto Tejeiro Duque. 


�	CSJ, STC5039, Rad. 66001-22-13-000-2019-00744-01, Auto del 25 de abril de 2019, M.P Luis Armando Tolosa Villabona. 
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